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 Autos y Vistos; Considerando:  

  1°) Que esta Corte comparte los argumentos y la 

conclusión de la señora Procuradora Fiscal, a los que 

corresponde remitir en razón de brevedad y con el propósito de 

evitar repeticiones innecesarias.  

  2°) Que en base a esos mismos argumentos, es dable 

agregar que, de los términos en los que ha sido formulada la 

demanda, surge que la intervención en el pleito del Comité 

Interjurisdiccional de la Región Hídrica del Noroeste de la 

Llanura Pampeana solo tiene carácter nominal y no sustancial, 

desde que la actora no individualiza actos u omisiones de parte 

del organismo interjurisdiccional relacionados con los hechos 

que dan lugar a su reclamo. (Fallos: 326:3642; 327:2512; 

330:610, entre otros) 

  3°) Que respecto a los terceros cuya citación se 

requiere – Estado Nacional (Ministerio de Ambiente y Control del 
Desarrollo Sustentable), Defensor del Pueblo de la Provincia de 

Buenos Aires y Ministerio de Infraestructura y Servicios 

Públicos, Dirección Provincial de Saneamiento y Obras 

Hidráulicas de la Provincia de Buenos Aires-, no se justifica la 

admisión del planteo.  

  Ello, por cuanto la actora no aporta argumento alguno 

que justifique su pedido, y no se configura en el caso una 

comunidad de controversia que justifique su incorporación al 

proceso, en tanto no surge de los elementos aportados al 
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expediente que la obra cuestionada hubiese causado impacto 

ambiental sobre alguna de las jurisdicciones requeridas.  

  4°) Que resulta pertinente recordar que la aplicación 

del instituto procesal de citación de tercero es de 

interpretación restrictiva, especialmente cuando mediante su 

resultado podría quedar librado al resorte de los litigantes la 

determinación de la jurisdicción originaria de la Corte, que es 

de carácter excepcional (Fallos: 327:4768). 

  5°) Que tampoco procede la competencia originaria por 

ser parte una provincia, puesto que no se verifica en el caso el 

requisito de distinta vecindad exigido por el art. 116 de la 

Constitución Nacional y el art. 24 inc. a del decreto-ley 

1285/58 y los elementos que deben examinarse a los efectos de la 

resolución del caso son de derecho público local, y requieren 

del examen o la revisión de actos administrativos, legislativos 

o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. 

  6°) Que, frente a la incompetencia originaria 

definida precedentemente, la demanda seguida contra la Provincia 

de Córdoba y el municipio de Serrano, deberá continuar su 

trámite ante la justicia local. 

 Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora 

Procuradora Fiscal, se resuelve: I. Declarar que la presente 

causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación; II. Remitir el expediente al 

Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba a fin 
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de que, conforme lo resuelto, decida lo concerniente el tribunal 

que entenderá en la causa, con arreglo a las disposiciones 

locales de aplicación. Notifíquese y comuníquese a la 

Procuración General de la Nación. 
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Parte actora (única presentada): Sergio Raúl Ullate, con el patrocinio letrado 
de la Dra. María Constanza Busso. 
Tribunales que intervinieron con anterioridad: Juzgado Federal de Río Cuarto, 
Provincia de Córdoba.  
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S u p r e m a C o r t e 

-I-

Sergio Raúl Ullate, en su carácter de damnificado 

directo de la contaminación denunciada en los autos "N. N. sobre 

Infracción a la Ley 24.051 (art. 55). Querellante: Busso Eduardo 

Miguel", causa nro. FCB27875/2017, en trámite ante el Juzgado 

Federal de Rio Cuarto, Provincia de Córdoba, dedujo acción de 

amparo "preventivo y correctivo", contra dicha provincia, el 

Municipio de Serrano y el Comité Interjurisdiccional de la 

Región Hídrica del Noroeste de la Llanura Pampeana, ante ese 

mismo juzgado. 

Señaló que interpone dicha acción a fin de que se 

declare la nulidad de las obras de canalización y liberación de 

residuos peligrosos contenidos en la Laguna de Gregoris al 

momento de su inicio. En particular, solicitó que: a) se ordene 

la inmediata realización de los estudios de impacto ambiental 

sobre las obras de desagote de la Laguna de Gregoris; b) se 

ordene a la Provincia de Córdoba la inmediata realización de 

obras que retrotraigan la situación ambiental a la que existía 

antes de construirse el canal de desagote que se dirige al fundo 

rural en el que realiza su actividad profesional y comercial, de 

manera de mantener dentro de la Laguna de Gregoris los líquidos 

contaminados; c) se ordene al Comité Interjurisdiccional de la 

Región Hídrica del Noroeste de la Llanura Pampeana realizar las 

pertinentes tareas de fiscalización sobre las napas que rodean 

al establecimiento de cría porcina La Paloma SRL ubicado a la 

vera de la laguna mencionada, y efectuar las obras que 

retrotraigan el estado de cosas al momento anterior y dejen sin 
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efecto el trasvasamiento provocado por la canalización hidrica 

mencionada, a fin de impedir que el líquido contaminante 

contenido en la Laguna de Gregoris continúe siendo conducido 

hacia donde se encuentra su lugar de trabajo y vivienda; y d) se 

ordene a la Provincia de Córdoba que establezca y ponga en 

funcionamiento el sistema previsto en la ley 25.831 de Acceso a 

la Información Pública Ambiental. 

Indicó que dicha obra, lesiona, restringe, altera y 

amenazan, en forma inminente, con arbitrariedad e ilegalidad 

manifiesta, sus derechos y garantías constitucionales a la 

salud, a la igualdad, al acceso al agua potable, a un ambiente 

sano y equilibrado, al desarrollo humano, a la participación en 

la elaboración, aprobación e implementación de proyectos 

hídricos, a la consulta previa y al acceso a la información 

pública ambiental y, por lo tanto, los arts. 19 inc. 1° y 59 de 

la Constitución Provincial, 1°, 16, 41 Y 75 inc. 19 de la 

Constitución Nacional, 3 y 4, párr. 2, de la ley 25.831 de 

Acceso a la Información Pública Ambiental, 2.c y 2.i de la ley 

25.675 General del Ambiente. 

Advirtió que en la causa "N. N. sobre Infracción a la 

Ley 24.051 (art. 55). Querellante: Busso Eduardo Miguel", causa 

nro. FCB27875/2017, que ofreció como prueba informativa 

(solicitando su remisión ad efectum videndi) , se constató la 

gran presencia de peces muertos en la Laguna de Ullate y, 

además, indicó que la Dirección de Calidad Ambiental y 

Recomposición del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sustentable de la Nación ha concluido que las características 

del efluente del criadero de cerdos La Paloma S.R.L. resultan 

consistentes con el proceso de contaminación que afectó a la 
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Laguna de Gregoris, a la Laguna de Ullate y al canal que las 

conecta y que el caso que nos ocupa se trata de un daño 

ambiental respecto del cual resulta exigible la obligación 

consti tucional de recomponer y que es posible afirmar que las 

acciones que derivaron de dicha contaminación son encuadrables 

en las que tipifica el arto 55 de la ley nacional 24.051. 

Destacó que en el informe de la Policia Federal 

Argentina, producido en dicha causa penal, se indicó la 

presencia de metales pesados y muy por encima de lo permitido 

legalmente en el establecimiento La Paloma SRL, quien reutiliza 

los efluentes provenientes de su actividad para uso agronómico 

(v. fs. 18 vta.) y que en el informe elaborado por el 

Departamento de Delitos Ambientales se concluye que "Respecto de 

la interjurisdiccionalidad ... , es probable la migración de 

contaminación a las napas subterráneas debido a los procesos de 

fluctuación carga y descarga que poseen laguna-napas". 

Además, adujo que la obra de liberación de residuos 

peligrosos se ejecutó sin ajustarse a los términos de las leyes 

25.675 (arts. 11 a 13) y 10.208 provincial (art. 15), por lo que 

la califica de "clandestina", puesto que no se presentó estudio 

de impacto ambiental, ni fue sometida a una evaluación de 

impacto ambiental, ni obtuvo la declaración de impacto ambiental 

y tampoco se la sometió a audiencia pública, por lo que solicitó 

la suspensión de la actividad (arts. 30, párr .. 3 0 y 11 de la 

ley 25.675). 

Fundó su acción en los arts. 43, párr. 2 0
, de la 

Constitución Nacional, 43 de la Constitución Provincial y 25 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
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Solicitó la citación como terceros del Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación y del Defensor 

del Pueblo, del Ministerio de Infraestructura y Servicios 

Públicos y de la Dirección de Saneamiento y Obras Hidráulicas de 

la Provincia de Buenos Aires. 

Además, peticionó el dictado de una medida cautelar 

por la cual se ordene la inmediata realización de tareas que 

retrotraigan la obras de canalización de efluentes provenientes 

de la Laguna de Gregoris, bloqueando el paso de agua y la 

resti tución de tales obras al momento previo a su inicio, de 

modo de impedir que continúe propagándose el líquido 

contaminante contenido en aquel reservorio, con fundamento en el 

principio de prevención del art. 4 o de la ley 25.675, Y se 

ordene de manera inmediata a la provincia demandada brindar 

información vinculada con las obras de referencia, a fin de 

restablecer el derecho de acceso a la información pública 

ambiental. 

En subsidio, solicitó que se lo autorice a realizar 

las obras que retrotraigan la canalización clandestina de 

residuos peligrosos al momento previo a su realización, mediante 

la obturación de la conexión de la laguna con el canal y la 

alcantarilla construida bajo la ruta N° 4. 

A fs. 32/35, el juez federal se declaró incompetente 

-de conformidad con el dictamen de la fiscal del fuero (v. fs. 

31)- por corresponder la causa, a su entender, a la competencia 

originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en razón 

de las personas, de conformidad con el arto 117 de la 

Constitución Nacional. 
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A fs. 37 se corre vista, por la competencia, a esta 

Procuración General. 

prematura 

Ante 

la 

-II-

todo, corresponde 

declaración de 

señalar que no 

incompetencia que 

oportunamente -a mi juicio- el juez federal a fs. 31/34. 

resulta 

efectuó 

En efecto, ello es así en virtud de los fundamentos 

expuestos en el dictamen de este Ministerio Público del 20 de 

julio de 2006 in re A.373, XLII., Originario "A.F.I.P. c/ 

Neuquén, Provincia del s/ejecución fiscal N
, publicado en Fallos: 

331:793, a los que me remito brevitatis causae. 

-III-

Cabe recordar que el Tribunal ha reconocido la 

posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, 

tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las 

hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los 

arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por 

el arto 24, inc. l°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro 

modo, en tales controversias, quedarían sin protección los 

derechos de las partes en los supuestos contemplados por el arto 

43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986 (Fallos: 

312:640; 313:127 y 1062; 322:1514; 330:3773 y 340:1078, entre 

muchos otros) . 

Sentado lo expuesto, entiendo que ante todo se debe 

determinar si en autos se configuran dichos requisitos. 

Por regla general, las causas referidas a cuestiones 

ambientales, en principio, corresponden a la competencia de los 
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jueces locales, 

la Constitución 

según lo dispone el arto 41, 

Nacional, pues él establece 

tercer párrafo, 

que le cabe a 

de 

la 

Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos 

de protección" y reconoce expresamente las jurisdicciones 

locales en la materia, las que no pueden ser alteradas. Dicho 

texto constitucional se complementa con el art. 32 de la Ley 

General del Ambiente, 25.675, que prescribe que la competencia 

judicial "será la que corresponda a las reglas ordinarias de la 

competencia" (v. también Fallos: 318: 992) . 

Sentado lo expuesto, entiendo que estas causas sólo 

tramitarán ante la competencia originaria de la Corte si, además 

de ser parte una provincia, la materia del pleito reviste 

naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que 

se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el arto 7°, 

segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente, que dispone que 

la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando 

"el actor omisión o situación 

degradación o contaminación 

generada provoque 

en recursos 

efecti vamente 

ambientales 

interjurisdiccionales". Tal circunstancia, a mi modo de ver, no 

se cumple en autos. 

En ese sentido, es dable resaltar que la Corte, a 

través de distintos precedentes, ha delineado los criterios que 

deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha 

competencia federal en razón de la materia ambiental, al 

establecer que, en primer término, hay que delimitar el ámbito 

territorial afectado pues, como lo ha previsto el legislador 

nacional, aquélla corresponde cuando está en juego un recurso 

ambiental interjurisdiccional (Fallos: 327:3880 y 329:2316) o un 
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área geográfica que se extienda más allá de la frontera 

provincial (Fallos: 330:4234; 331:1679). 

Asimismo, es preciso recordar que la definición de la 

naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial 

estrictez, por lo que resulta imprescindible demostrar, con 

alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o 

degradación -según los términos de la Ley General del Ambiente­

del carácter interjurisdiccional de tal recurso, esto es, la 

convicción debe necesariamente surgir de los términos en que se 

formule la demanda y de los estudios ambientales que la 

acompañen, lo que permitirá sostener la pretendida 

interjurisdiccionalidad, o, en su defecto, la de alguna 

evidencia que pruebe que resulta verosimil la afectación de las 

jurisdicciones involucradas (Fallos: 329:2469 y 330:4234) . 

En el sub lite, a mi modo de ver, el actor no logra 

demostrar cuál sería el recurso natural de carácter 

interjurisdiccional que se encontraría presuntamente afectado y 

tampoco delimita los suelos que estarían eventualmente 

contaminados, pues sólo hace una referencia genérica que "los 

líquidos contaminados son vertidos de modo directo en fundos 

rurales de las Provincias de Córdoba y de Buenos Aires ( ... )" (v. 

fs. 16) y luego transcribe un informe del Departamento de 

Delitos Ambientales de la Policía Federal, producido en la causa 

penal "N.N. sobre Infracción a la Ley 24.051 (art. 55). 

Querellante: Busso Eduardo Miguel", causa nro. FCB27875/20l7, en 

trámite ante el Juez Federal de Río Cuarto, en el que sólo se 

afirma que es probable la migración de contaminación a las napas 

subterráneas (18/18 vta.) . Asimismo, tampoco resultan 

suficientes los elementos de prueba y los documentos producidos 
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en la causa FMZ 46829/2018/CS1 "Martinez, Pablo cl Provincia de 

Córdoba y otros si amparo ambiental", 

tengo a la vista, pues no 

interjurisdiccionalidad alegada. 

sobre el mismo hecho, 

queda demostrada 

que 

la 

Lo anterior determina que el planteamiento del actor 

debe ser ventilado ante la justicia local de la Provincia de 

Córdoba, 

tienen la 

ambiental, 

en cuanto son las autoridades provinciales quienes 

competencia en materia de poder de policia medio 

de conformidad con los arts. 41, párrafo 3 0, 121 Y 

siguientes de la Constitución Nacional, sin que se encuentre en 

juego la interpretación y aplicación de normas de carácter 

federal en forma directa e . inmediata (arts. 116 de la 

Constitución Nacional y 2°, inc. P, de la ley 48 y Fallos: 

318:992; 323:3859; 328:68; 329:2280, entre otros). 

Ello tiene su fundamento en el respeto del sistema 

federal y de las autonomias provinciales, que exige que se 

reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las 

causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del 

derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en 

jurisdicción local la cuestión alegada, sin perjuicio de que los 

asuntos federales que también puedan comprender esos pleitos 

sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso 

extraordinario previsto en el arto 14 de la ley 48 (Fallos: 

310:295 y 2841; 311:1470; 314:620 y 810; 318:2534 y 2551; 

324: 2069; 325: 3070) . 

Tampoco procede la competencia originaria. ratíone 

personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que 

intenta efectuar el actor contra el Comité Interjurisdiccional 
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de la Región Hídrica del Noroeste de la Llanura Pampeana, que 

fue demandado en autos, y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sustentable de la Nación, que fue citado como tercero, es 

inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el 

litisconsorcio pasivo· resulta aforada en forma autónoma a esta 

instancia, ni existen motivos suficientes, a mi modo de ver, 

para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, 

según el arto 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación (conf. doctrina in re "Mendoza, Bea triz//, Fallos: 

329:2316, cons. 16 y siguientes, y "Rebull", Fallos: 329:2911). 

En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de 

la competencia prevista en el arto 117 de la Constitución 

Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o 

poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el 

precedente "Soja", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en 

Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, 

entre muchos otros, opino que este proceso resulta ajeno a la 

competencia originaria de la Corte. 

Buenos Aires, de febrero de 2019. 

ES COPIA LAURA M. MONTI 
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